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CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO. NO ES UNA CUESTIÓN DE SUBSIDIARIEDAD, POR LO QUE DEBE 
LLEVARSE A CABO AUN CUANDO EL DERECHO HUMANO DE QUE SE 
TRATE ESTÉ CONTENIDO EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
La obligación de ejercer el control ex officio de constitucionalidad y convencionalidad de 
una norma se actualiza aun en aquellos casos en los que el derecho humano de que se trate 
esté regulado en la propia Constitución Federal. Lo anterior, porque el Tribunal Pleno, al 
resolver el expediente Varios 912/2010, no hizo esa acotación, ni determinó que el control 
ex officio fuera una cuestión de subsidiariedad, sino que más bien recalcó que los jueces y 
todas las autoridades del país estaban obligados a velar por los derechos humanos y que esa 
vigilancia se traducía, en el caso de los juzgadores, en un problema interpretativo; para ello, 
se requiere que lleven a cabo efectivamente ese control en aquellos casos en los que la 
norma que se va a aplicar despierte sospechas para la autoridad aplicadora o sea señalada 
por el interesado como violatoria de derechos en el juicio de amparo; en esos supuestos, 
deberá además llevar a cabo el ejercicio en los tres pasos que indica el expediente Varios 
912/2010: interpretación conforme en sentido amplio, interpretación conforme en sentido 
estricto y, en su caso, inaplicación. 
PRIMERA SALA 
Amparo directo en revisión 3200/2012. 8 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
Amparo directo en revisión 909/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
Amparo directo en revisión 2916/2013. 13 de agosto de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 



Amparo directo en revisión 3797/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
Amparo directo en revisión 3274/2014. 12 de noviembre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
Tesis de jurisprudencia 38/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintinueve de abril de 2015. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. ES PROCEDENTE CUANDO EN LA 
DEMANDA SE ALEGA LA OMISIÓN DE LA RESPONSABLE DE REALIZAR EL 
CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. 
De los artículos 1o., 107, fracción IX, y 133 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos deriva que el ejercicio del control difuso de constitucionalidad a cargo 
de los órganos jurisdiccionales responsables, debe considerarse incluido en el supuesto de 
"constitucionalidad de normas generales", previsto para la procedencia del recurso de 
revisión en el citado artículo 107, fracción IX, siempre y cuando el quejoso se duela de la 
omisión de dicho control difuso en su demanda de amparo, vinculada con normas 
específicas de la ley secundaria; sea que ese planteamiento se analice u omita por el 
tribunal de amparo. Lo anterior es así, ya que dicho control consiste en preferir la 
aplicación de las normas fundamentales de derechos humanos sobre aquellas que los 
contravengan, para lo cual necesariamente debe hacerse un contraste entre las disposiciones 
legales y las fundamentales para determinar si las primeras se ajustan a las segundas, 
mediante el seguimiento de los pasos señalados por el Tribunal en Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. LXIX/2011 (9a.), publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 552, de rubro: "PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE 
DERECHOS HUMANOS.", es decir, primero hacer una interpretación conforme en sentido 
amplio por la cual se favorezca la protección más amplia de las personas; si esto no es 
posible, llevar a cabo una interpretación conforme en sentido estricto según la cual, ante 
varias interpretaciones jurídicamente válidas, preferir la que más favorezca los derechos 



fundamentales y, finalmente, cuando ninguna de las anteriores opciones es posible, atender 
directamente a la norma fundamental, en inaplicación de la norma secundaria incompatible. 
PRIMERA SALA 
Amparo directo en revisión 2517/2013. Axa Seguros, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
particular, mismo que coincide con el criterio contenido en la presente tesis. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
Recurso de reclamación 825/2013. Miguel Ángel Caro Iturrios. 23 de abril de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
Amparo directo en revisión 4092/2013. Luis Raúl de las Casas Cadena. 4 de junio de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Mónica Cacho Maldonado. 
Amparo directo en revisión 1092/2014. Personal del D.F., S.C. 25 de junio de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
Recurso de reclamación 410/2014. Julio César Escobedo China. 27 de agosto de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
Tesis de jurisprudencia 36/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión de fecha veintinueve de abril de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 11 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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MULTA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, NO VIOLA EL 



ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
Conforme a lo establecido en los artículos 178 y 260, fracción IV, de la Ley de Amparo, la 
autoridad responsable que no cumpla con los deberes que le impone el primero de los 
preceptos mencionados, se hará acreedora a una multa de entre 100 y 1000 días de salario 
mínimo general vigente en el Distrito Federal. Al respecto, no existe la obligación de 
apercibir o requerir a la autoridad responsable para que cumpla con ello antes de la 
imposición de la multa en comento, pues el juicio de amparo es un mecanismo de defensa 
de derechos humanos que debe ser eficaz, por lo que es necesario que se respeten los 
principios de acceso a la justicia pronta, completa e imparcial establecidos en el artículo 17 
de la Constitución Federal. En consecuencia, el artículo 260, fracción IV, de la Ley de 
Amparo no viola el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que la sanción resulta debida e imponible por el solo hecho de que se 
actualice la infracción a la ley, pues permite evitar retardos y entorpecimientos en esa etapa 
procedimental a efecto de que la tramitación del juicio resulte compatible con las reformas 
constitucionales en materia de derechos humanos y amparo realizadas en junio de 2011; 
además, es necesario tener en cuenta que la imposición de la multa se da ante el 
incumplimiento de las obligaciones establecidas por el legislador a las autoridades 
responsables, que son de conocimiento previo para ellas, lo que implica que necesariamente 
saben los deberes y consecuencias contenidas en la Ley de Amparo, sin que exista 
necesidad de que el Tribunal Colegiado de Circuito las requiera o aperciba para que 
cumplan con aquéllas. 
SEGUNDA SALA 
Amparo directo en revisión 4945/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
Amparo directo en revisión 4946/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
Amparo directo en revisión 5015/2014. José Gregorio Pérez de Hoyo. 8 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5017/2014. Oswaldo Hernández Sánchez. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5043/2014. Francisco Javier Jiménez Colín. 15 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Tesis de jurisprudencia 76/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veinte de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 09:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 



lunes 01 de junio de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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PETICIÓN. CUANDO EN LA DEMANDA DE AMPARO SE ALEGUE 
VIOLACIÓN A ESE DERECHO, EL JUZGADOR NO ESTÁ OBLIGADO A 
SEGUIR EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 117, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
El precepto referido sólo es aplicable tratándose de actos materialmente administrativos 
emitidos en forma unilateral por un órgano de la administración pública, cuyos efectos son 
directos e inmediatos; de ahí que cuando en la demanda de amparo se alegue violación al 
derecho de petición reconocido en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al tratarse de un acto omisivo, aquel numeral resulta inaplicable, por lo 
que en este supuesto basta con que se dé vista al quejoso con la respuesta que, en su caso, 
proporcione la autoridad al rendir su informe justificado, para que pueda ampliar su 
demanda y alegar los vicios de fondo y forma que estime convenientes, pero sin exigir a 
dicha responsable que en el propio informe formule algún complemento, pues sería tanto 
como vincular al Juez de Distrito a prejuzgar que en todos los casos la respuesta adolece de 
falta o insuficiente fundamentación y motivación, no obstante que la persona afectada 
desconocía su contenido y no estaba, en consecuencia, en aptitud de plantear un argumento 
en tal sentido. 
SEGUNDA SALA 
Contradicción de tesis 283/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito, Segundo en Materia de Trabajo y 
Primero en Materia Administrativa, ambos del Décimo Sexto Circuito. 25 de febrero de 
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes. 
Tesis y criterios contendientes: 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2014, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 107/2014. 
Tesis de jurisprudencia 28/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del dieciocho de marzo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 18 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DERECHO FUNDAMENTAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. DEFINICIÓN Y 
ALCANCE. 
El derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, no definido expresamente en el 
numeral en cita pero que fácilmente puede obtenerse de él y en torno al cual se ha creado 
toda una teoría, puede definirse como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, 
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a 
tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, 
con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se 
decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Así lo 
determinó la Primera Sala del Más Alto Tribunal del País, en la jurisprudencia 1a./J. 
42/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXV, abril de 2007, página 124, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES."; asimismo, 
dicha Sala emitió la tesis aislada 1a. LXXIV/2013 (10a.), publicada en el mismo medio de 
difusión, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 882, de rubro: 
"DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. SUS ETAPAS.", en la que estableció que el 
derecho a la tutela jurisdiccional tiene tres etapas que se corresponden a tres derechos bien 
definidos, que son: 1. Una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la 
jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las 
autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; 2. Una judicial, 
que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que corresponden 
los derechos fundamentales del debido proceso; y, 3. Una posterior al juicio, identificada 
con la eficacia de las resoluciones emitidas o el derecho a ejecutar la sentencia. Este último 
derecho fundamental puede definirse como el que tienen todos los ciudadanos a obtener de 
los juzgados y tribunales la adopción de las medidas que resulten imprescindibles para que 
los pronunciamientos judiciales inobservados o incumplidos por quienes estén obligados 
por ellos puedan ser ejecutados, como regla general, en sus términos y de manera coactiva 
o forzosa y tiene las siguientes características: 1. Es un derecho de configuración legal, 
pues participa de la naturaleza de derecho de prestación que caracteriza a aquel en que 
viene integrado y, en tal sentido, sus concretas condiciones de ejercicio corresponde 
establecerlas al legislador, lo que no impide que, en su caso, pueda analizarse la regularidad 
constitucional de los requisitos o limitaciones impuestos al ejercicio del derecho 
fundamental, para comprobar si responden a razonables finalidades de protección de 
valores, bienes o intereses constitucionalmente protegidos y guardan debida 
proporcionalidad con dichas finalidades; 2. Comprende, en principio, el derecho a la 



ejecución del pronunciamiento judicial en sus propios términos pues, en caso contrario, las 
decisiones judiciales y los derechos que en éstas reconozcan o declaren, no serían otra cosa 
que meras declaraciones de intenciones sin alcance práctico ni efectividad alguna; 3. 
Impone a los órganos judiciales la adopción de todas las medidas necesarias para promover 
el curso normal de la ejecución. El derecho a la ejecución impide que el órgano judicial se 
aparte, sin causa justificada, de lo previsto en el fallo que ha de ejecutar, o que se abstenga 
de adoptar las medidas necesarias para proveer a la ejecución de la misma cuando ello sea 
legalmente exigible. Su contenido principal consiste en que esa prestación jurisdiccional 
sea respetuosa con lo fallado y enérgica, si fuera preciso, frente a su eventual contradicción 
por terceros; y, 4. La determinación del sentido del fallo y las medidas a adoptar para su 
ejecución corresponden en exclusiva a los tribunales ordinarios competentes para la 
ejecución. En efecto, no corresponde al órgano de control constitucional, en vía de amparo, 
sustituir a la autoridad judicial en el cometido de interpretar y fijar el alcance de sus propios 
pronunciamientos, ni en el modo de llevarlos a su puro y debido efecto, correspondiéndole 
estrictamente, velar para que tales decisiones se adopten en el seno del procedimiento de 
ejecución, de un modo coherente con la resolución que haya de ejecutarse y una vez que las 
partes hayan tenido oportunidad suficiente para formular alegatos, así como para aportar 
pruebas sobre la incidencia que en la efectividad del fallo pudiera tener la actuación 
subsiguiente, evitando así nuevos procesos y dilaciones indebidas. Empero, sí deberá 
vigilar, cuando de la reparación de eventuales lesiones del derecho a la tutela judicial se 
trate, que ésta no sea debida a una decisión arbitraria ni irrazonable, ni tenga su origen en la 
pasividad o desfallecimiento de los órganos judiciales para adoptar las medidas necesarias 
que aseguren la satisfacción de este derecho. Por ende, la postura del Juez de instancia para 
hacer realidad los postulados del debido proceso debe ser: a) flexible para privilegiar el 
acceso a la justicia; b) sensible para entender los derechos cuestionados; y, c) estricta en la 
ejecución de la cosa juzgada. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 46/2014. Remediation and Engeneering Services de México, S.A. de 
C.V. 22 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota 
Cienfuegos. Secretario: Karlo Iván González Camacho. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 

DERECHOS HUMANOS 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009203  
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Tesis: 2a./J. 71/2015 (10a.)  



MULTA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, NO VIOLA EL 
DERECHO HUMANO DE AUDIENCIA PREVIA. 
Acorde con el precepto legal citado, se sancionará con multa de 100 a 1000 días a la 
autoridad responsable que no tramite la demanda de amparo o no remita con la oportunidad 
debida y en los plazos previstos en la Ley de Amparo las constancias que le sean solicitadas 
en el juicio constitucional. A su vez, conforme al artículo 178, fracción III, de la misma ley, 
la autoridad responsable debe rendir un informe con justificación acompañando la demanda 
de amparo y los autos del juicio de origen al Tribunal Colegiado de Circuito 
correspondiente, para darle oportunidad de defender la legalidad y la constitucionalidad de 
sus actos y, de esa manera, tener una adecuada defensa en el juicio de amparo. Sobre tales 
premisas se concluye que el artículo 260, fracción IV, de la ley referida no viola el derecho 
humano de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues es en dicho informe donde la autoridad responsable puede 
manifestar lo que a su derecho convenga y expresar las razones que a su juicio justifiquen 
la dilación en la remisión de la demanda de amparo; es decir, la autoridad responsable no 
carece de un medio para ser escuchada previamente a la imposición de la multa, toda vez 
que en el informe indicado puede justificar sus actuaciones. 
SEGUNDA SALA 
Amparo directo en revisión 4945/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
Amparo directo en revisión 4946/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
Amparo directo en revisión 5015/2014. José Gregorio Pérez de Hoyo. 8 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5017/2014. Oswaldo Hernández Sánchez. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5043/2014. Francisco Javier Jiménez Colín. 15 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Tesis de jurisprudencia 71/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del trece de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 



Época: Décima Época  
Registro: 2009267  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de mayo de 2015 09:40 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.3o.C.64 K (10a.)  
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. SU COMPATIBILIDAD CON LA 
NORMATIVA EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. 
Si bien de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, son de observancia general no sólo los derechos humanos contenidos en la 
Constitución Federal, sino también los que se prevean en los instrumentos internacionales 
firmados por el Estado Mexicano, con el objeto de garantizar un recurso judicial efectivo 
contra actos que violen derechos fundamentales, ello no implica que la normativa en 
materia de derechos humanos sea incompatible con el principio de definitividad que rige en 
el juicio de amparo, dado que éste no puede considerarse como un recurso, sino como un 
verdadero juicio previsto en el artículo 107 de la Carta Magna, en el que se sientan las 
bases a las que se sujetará el procedimiento y el orden jurídico que lo regula a través de la 
Ley de Amparo, en cuyo artículo 61 establece diversas causas de improcedencia como 
presupuestos procesales que deben atenderse, pues lo contrario daría lugar a una situación 
permanente de inseguridad jurídica en relación con todos los actos de autoridad, lo que 
resulta ajeno y contrario a los fines que persiguen el juicio de amparo, la Constitución y los 
propios tratados sobre derechos humanos. Ahora bien, el citado artículo 61, en su fracción 
XVIII, señala como casos de excepción al principio de definitividad cuando: a) se trate de 
actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 
procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación 
forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales; b) el acto reclamado consista en 
órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de vinculación a proceso, resolución que 
niegue la libertad bajo caución o que establezca los requisitos para su disfrute, resolución 
que decida sobre el incidente por desvanecimiento de datos, orden de arresto o cualquier 
otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia 
definitiva en el proceso penal; c) se trate de persona extraña al procedimiento. Cuando la 
procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a interpretación adicional o su 
fundamento legal sea insuficiente para determinarla, el quejoso quedará en libertad de 
interponer dicho recurso o acudir al juicio de amparo. Por tanto, el principio de 
definitividad es compatible con la normatividad en materia de derechos humanos, ya que la 
observancia de los requisitos para acceder al juicio de amparo resultan acordes con los 
lineamientos establecidos en el artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, dado que su trámite es rápido, sencillo y únicamente se requiere estar 
en el supuesto de afectación de un acto de autoridad para acceder a la posibilidad de 
impetrar la protección de la Justicia Federal, dentro del plazo previsto por la ley. De ahí que 
el derecho de acceso a la justicia no se traduce en una facultad para transgredir las normas 
que rigen al procedimiento; tampoco implica que quede al arbitrio de los gobernados 



interponer o no los recursos previstos en la ley ordinaria contra los actos que se señalan 
como reclamados, pues la ley de la materia dispone específicamente en qué casos el 
quejoso puede acudir directamente al juicio de amparo sin agotar los medios ordinarios de 
defensa. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Queja 117/2013. Corporativo Zéndere I, S.A. Promotora de Inversión de C.V. 24 de 
octubre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 
Secretaria: María Estela España García.  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 09:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009091  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLVIII/2015 (10a.)  
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS DERECHOS HUMANOS DE 
ACCESIBILIDAD Y A LA MOVILIDAD PERSONAL CONTENIDOS, 
RESPECTIVAMENTE, EN LOS ARTÍCULOS 9 Y 20 DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, SON 
AUTÓNOMOS Y PROTEGEN VALORES DIVERSOS. 
Si bien es cierto que los derechos humanos de accesibilidad y a la movilidad personal 
contenidos, respectivamente, en los artículos 9 y 20 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 
mayo de 2008, están relacionados, pues su finalidad es permitir que las personas con 
discapacidad participen plenamente en todos los aspectos de la vida en igualdad de 
condiciones con las demás, asegurando así los diversos aspectos de vida independiente, 
integración en la comunidad y dignidad inherentes a las personas con discapacidad, 
también lo es que no deben confundirse, al ser autónomos y proteger valores diversos. Lo 
anterior es así, pues la movilidad personal se refiere a las medidas de apoyo a la persona 
para favorecer su movimiento y desplazamiento, mientras que la accesibilidad viene 
referida a aquellas medidas dirigidas a facilitar, en lo conducente, al acceso de las personas 
al entorno físico. Esto es, la movilidad personal se centra en la persona con discapacidad y 
la accesibilidad al entorno físico en el que se desenvuelve. 
PRIMERA SALA 
Amparo directo en revisión 989/2014. 8 de octubre de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló 
voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo 
Manuel Martínez Estrada. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2009171  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 8/2015 (10a.)  
AMPARO ADHESIVO. ES IMPROCEDENTE ESTE MEDIO DE DEFENSA 
CONTRA LAS CONSIDERACIONES QUE CAUSEN PERJUICIO A LA PARTE 
QUE OBTUVO SENTENCIA FAVORABLE. 
Conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo es una acción 
cuyo ejercicio depende del amparo principal, por lo que deben cumplirse ciertos 
presupuestos procesales para su ejercicio, además de existir una limitante respecto de los 
argumentos que formule su promovente, ya que sólo puede hacer valer pretensiones 
encaminadas al fortalecimiento de las consideraciones del fallo, así como violaciones 
procesales que trasciendan a éste y que pudieran concluir en un punto decisorio que le 
perjudique o violaciones en el dictado de la sentencia que pudieran perjudicarle de resultar 
fundado un concepto de violación en el amparo principal. En esas condiciones, si la parte 
que obtuvo sentencia favorable estima que la sentencia le ocasiona algún tipo de perjuicio, 
está obligada a presentar amparo principal, pues el artículo 182 citado es claro al establecer 
que la única afectación que puede hacerse valer en la vía adhesiva es la relativa a las 
violaciones procesales que pudieran afectar las defensas del adherente, trascendiendo al 
resultado del fallo. Lo anterior encuentra justificación en los principios de equilibrio 
procesal entre las partes y la igualdad de armas, ya que afirmar lo contrario permitiría 
ampliar el plazo para combatir consideraciones que ocasionen perjuicio a quien obtuvo 
sentencia favorable. Además, no es obstáculo el derecho que tiene la parte a quien benefició 
en parte la sentencia, de optar por no acudir al amparo con la finalidad de ejecutar la 
sentencia, pues la conducta de abstención de no promover el amparo principal evidencia 
aceptación de las consecuencias negativas en su esfera, sin que la promoción del amparo 
por su contraparte tenga por efecto revertir esa decisión. 
PLENO 
Contradicción de tesis 483/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Penal del Primer Circuito, Primero en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, Tercero en Materia Civil del Primer Circuito, Sexto en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, Cuarto del Décimo Octavo Circuito, Primero del Trigésimo Circuito y 
Tercero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 2 de marzo de 2015. Mayoría de seis 
votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar 
Morales; votaron en contra José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González 
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
Tesis y/o criterios contendientes: 



El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 220/2013, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 808/2013, el 
sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 406/2013, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 795/2013, el 
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo directo 562/2013, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 812/2013. 
Nota: De las sentencias que recayeron al amparo directo 808/2013, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al amparo directo 
795/2013, resuelto por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito y al amparo directo 562/2013, resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado del 
Décimo Octavo Circuito, derivaron las tesis aisladas I.1o.A.6 K (10a.) y I.1o.A.5 K (10a.), 
la tesis de jurisprudencia I.6o.T. J/11 (10a.), y las tesis aisladas XVIII.4o.13 K (10a.), 
XVIII.4o.14 K (10a.), XVIII.4o.15 K (10a.) y XVIII.4o.16 K (10a.), de rubros y títulos y 
subtítulos: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. NO ES LA VÍA IDÓNEA PARA 
ANALIZAR ARGUMENTOS TENDENTES A OBTENER MAYOR BENEFICIO POR 
PARTE DE QUIEN OBTUVO SENTENCIA FAVORABLE, NI ALGÚN OTRO TEMA 
QUE NO SE ENCUENTRE VINCULADO A LOS DOS ÚNICOS SUPUESTOS DE 
PROCEDENCIA DE DICHO MEDIO DE IMPUGNACIÓN.", "AMPARO DIRECTO 
ADHESIVO. QUEDA SIN MATERIA SI SE NIEGA EL AMPARO PRINCIPAL O SE 
SOBRESEE EN EL JUICIO.", "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SON 
INATENDIBLES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE TIENDAN A IMPUGNAR 
LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA QUE RIJAN UN PUNTO 
RESOLUTIVO ESPECÍFICO AUTÓNOMO QUE PERJUDIQUE AL PROMOVENTE.", 
"JUICIO DE AMPARO ADHESIVO. QUIÉN LO PUEDE PROMOVER (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", "AMPARO ADHESIVO. FORMA 
EN QUE DEBE SUSTANCIARSE Y RESOLVERSE.", "IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO ADHESIVO. CASO EN EL QUE SE ACTUALIZA LA CAUSA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL 
DIVERSO 182, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIONES I Y II, INTERPRETADO A 
CONTRARIO SENSU, AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA." y "JUICIO DE 
AMPARO PRINCIPAL Y ADHESIVO. PARTICULARIDADES EN SU PROMOCIÓN 
EN CASO DE QUE LA SENTENCIA, LAUDO O RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL 
JUICIO, SEA DE NATURALEZA MIXTA.", publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, 
páginas 1094 y 1095; en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de marzo de 
2014 a las 9:53 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 4, Tomo II, marzo de 2014, página 1238; en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, página 1735; y 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de septiembre de 2014 a las 9:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, 
Tomo III, septiembre de 2014, páginas 2355, 2430 y 2454, respectivamente. 



El Tribunal Pleno, el siete de mayo en curso, aprobó, con el número 8/2015 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009251  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de mayo de 2015 09:40 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 75/2015 (10a.)  
MULTA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA, DEBE 
IMPONERSE EN EL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. 
Del análisis sistemático de la Ley de Amparo se advierte que el Presidente de un Tribunal 
Colegiado de Circuito cuenta, al momento de proveer sobre la admisión de una demanda de 
amparo directo junto con el informe justificado y los demás elementos establecidos en la 
ley, con los elementos suficientes para valorar si la remisión realizada por la autoridad 
responsable transgrede el artículo 178 de la misma legislación y, en consecuencia, si es el 
caso de aplicar la sanción prevista en el numeral 260, fracción IV, citado. De esa forma, se 
permite que, mediante el recurso de reclamación, la autoridad responsable pueda presentar 
argumentos encaminados a desvirtuar las razones en las que se sustentó la imposición de la 
multa, pues la sanción que se combate es una afectación personal sufrida por el titular del 
órgano responsable, el cual tiene derecho a un recurso para impugnar los actos que le 
afectan, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En ese sentido, aun cuando en el informe justificado la autoridad responsable 
exponga las razones que a su juicio justifican el incumplimiento de lo establecido en el 
artículo 178 de la Ley de Amparo y el Presidente del órgano colegiado considere que se 
debe imponer la multa dispuesta en el artículo 260, fracción IV, de esa ley, la autoridad 
responsable tendrá oportunidad de desvirtuar los razonamientos que sustentan la sanción 
decretada mediante el recurso de reclamación. 
SEGUNDA SALA 
Amparo directo en revisión 4945/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
Amparo directo en revisión 4946/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
Amparo directo en revisión 5015/2014. José Gregorio Pérez de Hoyo. 8 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 



Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5017/2014. Oswaldo Hernández Sánchez. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5043/2014. Francisco Javier Jiménez Colín. 15 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Tesis de jurisprudencia 75/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veinte de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 09:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 01 de junio de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009204  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 72/2015 (10a.)  
MULTA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 
Conforme al precepto legal mencionado, se sancionará con multa de 100 a 1000 días a la 
autoridad responsable que no tramite la demanda de amparo o no remita con la oportunidad 
debida y en los plazos previstos en la Ley de Amparo las constancias que le sean solicitadas 
por el juzgador de amparo o por las partes en el juicio constitucional. Por otra parte, en 
términos del artículo 178, fracción III, de la misma ley, la autoridad responsable debe 
rendir un informe con justificación acompañando la demanda de amparo y los autos del 
juicio de origen al Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente. Por ende, el artículo 
260, fracción IV, de la Ley de Amparo no vulnera el principio de presunción de inocencia, 
pues éste no es compatible con la naturaleza de la imposición de la multa señalada, la cual 
opera de manera inmediata al incumplirse las obligaciones impuestas a las autoridades 
responsables; máxime que por su trascendencia social no requiere de la consideración de 
elementos relacionados con la culpabilidad del sujeto para su imposición y no deriva de un 
procedimiento administrativo sancionador. 
SEGUNDA SALA 
Amparo directo en revisión 4945/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 



Amparo directo en revisión 4946/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López. 
Amparo directo en revisión 5015/2014. José Gregorio Pérez de Hoyo. 8 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5017/2014. Oswaldo Hernández Sánchez. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 5043/2014. Francisco Javier Jiménez Colín. 15 de abril de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Tesis de jurisprudencia 72/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del trece de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009206  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 66/2015 (10a.)  
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS PLANTEAMIENTOS DE 
CONSTITUCIONALIDAD CONTENIDOS EN LOS AGRAVIOS NO JUSTIFICAN 
LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO, SI NO SE HICIERON VALER EN LA 
DEMANDA DE AMPARO. 
Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, 10, fracción III y 21, fracción III, 
inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para que el recurso de 
revisión proceda contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los 
Tribunales Colegiados de Circuito, se requiere que en éstas se decida sobre la 
constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto 
de la Constitución General de la República, o bien, que habiéndose expresado tales 
planteamientos en los conceptos de violación, se hubiera omitido su estudio. Por tanto, las 
cuestiones de constitucionalidad formuladas por el recurrente en los agravios no pueden 
servir de sustento para determinar la procedencia de dicho recurso, porque para ello, es 
necesario que tales cuestiones se hayan expuesto en la demanda de amparo o que exista un 



pronunciamiento o, en su caso, una omisión en la sentencia emitida por el Tribunal 
Colegiado de Circuito. 
SEGUNDA SALA 
Amparo directo en revisión 931/2014. María de Lourdes Lugo Ángeles. 14 de mayo de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
Amparo directo en revisión 4524/2014. Mario Fredy Cruz Cuevas. 11 de marzo de 2015. 
Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
Amparo directo en revisión 5556/2014. Alfonso Robles Becerra. 15 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Antonio Medina Gaona. 
Amparo directo en revisión 5695/2014. Guadalupe García Bravo. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
Amparo directo en revisión 4528/2014. Impulsora de Proyectos Inmobiliarios de Culiacán, 
S.A. de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
Tesis de jurisprudencia 66/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del seis de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009077  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 37/2015 (10a.)  
RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DISTINTO AL QUE PERTENEZCA EL PRESIDENTE QUE 
DICTÓ EL ACUERDO DE TRÁMITE IMPUGNADO, NO INTERRUMPE EL 
PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN. 



De la interpretación sistemática de los artículos 86, párrafo segundo, 105 y 176, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013, se concluye que el 
escrito en el cual se haga valer el recurso de reclamación debe presentarse ante el órgano 
jurisdiccional al que pertenezca el presidente que dictó el acuerdo de trámite impugnado y 
que, en caso de hacerlo ante uno distinto, no se interrumpe el plazo de tres días para su 
interposición previsto en el diverso 104, párrafo segundo, de la propia ley. 
PRIMERA SALA 
Recurso de reclamación 112/2014. Oswaldo Hernández Pitones. 30 de abril de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
Recurso de reclamación 368/2014. Antonio de Jesús Mares Ruiz. 20 de agosto de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez 
Carreón. 
Recurso de reclamación 578/2014. C.U. Relax Enterprises, S.R.L. de C.V. 17 de 
septiembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Lorena Goslinga Remírez. 
Recurso de reclamación 926/2014. Luis Fernando Vázquez Vela. 26 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana 
Osuna.  
Recurso de reclamación 872/2014. Juan Carlos Villalobos Máynez. 26 de noviembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
Tesis de jurisprudencia 37/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veintinueve de abril de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 18 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009221  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  



Tesis: (I Región)1o. J/1 (10a.)  
QUEJA. LA PRESENTACIÓN DEL RECURSO RELATIVO POR VÍA 
TELEGRÁFICA NO ESTÁ PREVISTA EN LA LEY DE AMPARO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 3o. y 80 de la Ley de Amparo, por regla 
general, las promociones deben presentarse por escrito, ya sea de manera física con firma 
autógrafa de su autor, o vía electrónica, signado por ese medio conforme a las reglas 
expedidas por el Consejo de la Judicatura Federal; por otro lado, los artículos 97, fracción I, 
inciso b), 98, fracción I y 99 de la citada ley, establecen que el recurso de queja contra el 
auto que resuelva sobre la suspensión provisional, deberá ser interpuesto por escrito ante el 
órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo, dentro del plazo de dos días; en esa 
medida, resulta evidente que es indebida la presentación del recurso de queja relativo por la 
vía telegráfica, pues conforme a la legislación vigente no se encuentra previsto el telégrafo 
como un medio de presentación de escritos u oficios, ya que no se puede verificar la 
identidad del remitente, en tanto que el ordenamiento jurídico en vigor establece la 
utilización de medios electrónicos empleados conjuntamente con una firma electrónica, 
cuyos efectos son equivalentes a los de la autógrafa y, por consiguiente, permite la captura 
de información de modo que el órgano jurisdiccional está en posibilidad de corroborar su 
contenido y origen; salvo en aquellos casos excepcionales en los que, por la gravedad del 
acto controvertido, resulta lógico que deban obviarse algunas de las formalidades que prevé 
la ley, en cuyo supuesto se pueden enviar comunicaciones al tribunal de amparo de maneras 
distintas a su presentación directa ante el órgano, o bien, por conducto del servicio postal o 
del sistema electrónico; sin embargo, tal beneficio se autoriza excepcionalmente y sólo a 
favor de los particulares, como se desprende de los artículos 20, segundo párrafo y 110, 
segundo párrafo, ambos de la Ley de Amparo. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL. 
Queja 439/2015. Plásticos Especializados de Monterrey, S.A. de C.V. 4 de marzo de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Manuel Carbajal Hernández, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Angélica Alejandra 
Robles García. 
Queja 526/2015. Grupo Aguacatero de Atenquique, S. de P.R. de R.L. 9 de marzo de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretaria: Liliana Hernández 
Paniagua. 
Queja 574/2015. Molduras y Servicios M y N. S.A. de C.V. 12 de marzo de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Manuel Carbajal Hernández, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Angélica Alejandra 
Robles García. 
Queja 575/2015. Molduras y Servicios M y N. S.A. de C.V. 12 de marzo de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Manuel Carbajal Hernández, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Angélica Alejandra 
Robles García. 
Queja 661/2015. 19 de marzo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Andrea Zambrana 
Castañeda. Secretario: Roberto Carlos Moreno Zamorano. 



Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009240  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.1o.10 K (10a.)  
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO AGOTARLO SI 
DERIVADO DE LA VISTA QUE SE LE DÉ AL QUEJOSO CON EL INFORME 
JUSTIFICADO, ÉSTE SEÑALA UN NUEVO ACTO RECLAMADO EN LA 
AMPLIACIÓN DE DEMANDA. 
Si del informe justificado el Juez Federal advierte un nuevo acto que pudo afectar la esfera 
jurídica del quejoso, en términos del artículo 117, último párrafo, de la Ley de Amparo, 
debe darle vista para que tenga la oportunidad de ampliar su demanda y, en caso de que lo 
haga y se estime procedente admitirla, pues no puede sobreseerse en el juicio constitucional 
respecto de aquél, al estimar que debió agotarse el principio de definitividad, toda vez que 
el peticionario de amparo no estaba en aptitud de interponer los medios de defensa 
ordinarios, al haber tenido conocimiento del nuevo acto hasta que se le dio vista con el 
informe justificado. Estimar lo contrario, implicaría denegar justicia al promovente, al 
obligarlo a abandonar el proceso constitucional y agotar un recurso que inevitablemente 
ampliará el tiempo en que se resuelva sobre la violación alegada. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA 
EN CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 
Amparo en revisión 358/2014. Alfredo Barreto González. 19 de febrero de 2015. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Enrique Sánchez Frías. Secretaria: Claudia Corrales 
Andrade. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009197  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CLXXXIII/2015 (10a.)  



INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA DETERMINAR SI SE 
ACREDITA, DEBE RESPONDERSE A LAS PREGUNTAS ¿QUÉ? ¿QUIÉN? Y 
¿CUÁNDO? 
Una persona que válidamente plantee la impugnación constitucional de una ley en sede 
judicial debe hacerse tres preguntas para determinar si cuenta con interés legítimo para 
hacerlo: ¿Qué puede servir de parámetro de control constitucional? ¿Quién puede acudir a 
combatirla en sede de control judicial? y ¿Cuándo puede hacerlo? Las tres respuestas están 
en la Constitución. En primer lugar, el artículo 133 establece que la integridad de la 
Constitución es norma jurídica, la que se constituye en criterio de validez de todo acto de 
producción normativa, por lo que, por regla general, cualquier fragmento constitucional 
puede servir de parámetro de control. En segundo lugar, el artículo 103, fracción I, 
establece que puede acudir al juicio quien, al menos, acredite interés legítimo. Finalmente, 
de la interpretación sistemática de los artículos 103 y 107, se desprende que una persona 
puede acudir al juicio de amparo cuando su oposición a la ley adquiera una concreción real, 
jurídicamente relevante y cualificada en el tiempo, lo que sucede cuando resienta una 
afectación que no sea hipotética o conjetural, es decir, cuando acudan a alegar afectaciones 
contemporáneas y definitivas. Las respuestas a cada una de las preguntas identificadas -el 
qué, el quién y el cuándo- tienen como común denominador la preocupación constitucional 
de delimitar el poder de revisión judicial de las leyes conforme al principio de división de 
poderes, para que sólo sea activable cuando esta función sea necesaria para resolver una 
controversia real, que involucre la suerte de un interés con relevancia jurídica de una 
persona, de acuerdo a un parámetro jurídico, ya que aquellos actos o afectaciones 
hipotéticas o condicionadas a un acto contingente pueden ser resueltos por los poderes 
políticos con legitimidad democrática. Luego, la determinación de no reconocer interés 
legítimo a la parte quejosa para impugnar una norma legal que no le afecta en el momento 
actual no constituye una restricción indebida al poder de control constitucional de las leyes, 
sino el cumplimiento al principio de división de poderes que ordena al poder judicial. 
PRIMERA SALA 
Amparo en revisión 216/2014. Luis Manuel Pérez de Acha y otros. 5 de noviembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente; Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009178  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P. VII/2015 (10a.)  



MEDIOS DE IMPUGNACIÓN PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO EN 
VIGOR. PUEDEN INTERPONERSE VÍA ELECTRÓNICA, POSTAL O 
PERSONALMENTE ANTE LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA DEL 
ÓRGANO DE AMPARO QUE CONOZCA DEL JUICIO, YA QUE NO SON 
EXCLUYENTES ENTRE SÍ. 
De los artículos 80 y 23 de la Ley de Amparo se advierte, respectivamente, que los medios 
de impugnación, así como los escritos y las promociones que se realicen en ellos, podrán 
presentarse en forma impresa o electrónicamente, y en este último caso las copias o 
constancias impresas no serán exigidas a los que hagan uso de dicha tecnología, salvo que 
sea necesario proporcionarlas por esa misma vía; y que si alguna de las partes reside fuera 
de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio, la demanda 
y la primera promoción del tercero interesado podrán presentarse, dentro de los plazos 
legales, en la oficina pública de comunicaciones del lugar de su residencia, en la más 
cercana en caso de no haberla, o bien, en forma electrónica a través del uso de la firma 
electrónica. Ahora bien, la interpretación sistemática de ambas disposiciones conduce a 
concluir que la vía electrónica y las diversas impresa a través de la oficina de 
comunicaciones, o bien, la que se hace personalmente en la oficina de correspondencia del 
órgano que conozca del juicio, o del que deba conocer y resolver los recursos respectivos, 
en los casos en que se exija su presentación ante este último, no son excluyentes entre sí, 
pues cualquiera de ellas tiende a facilitar el acceso de las partes a los tribunales encargados 
de impartir justicia y salvaguarda los principios consagrados en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
PLENO 
Contradicción de tesis 221/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Sexto Circuito, Primero en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito, Quinto del Décimo Octavo Circuito, Primero en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito, actualmente Primero en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en el Distrito Federal. 5 de marzo de 2015. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna 
Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Juan N. Silva Meza, por lo que ve a que lo previsto en el artículo 23 de 
la Ley de Amparo es aplicable a todas las partes dentro del juicio respectivo; votaron en 
contra Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Mayoría de seis votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna 
Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Juan N. 
Silva Meza, por lo que ve a que la posibilidad de presentar las promociones respectivas ante 
el servicio postal opera respecto de la demanda de amparo, el primer escrito del tercero 
interesado y cualquier medio de defensa interpuesto dentro de un juicio de amparo; los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo únicamente respecto del recurso de revisión y no 
en relación con otros medios de defensa, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar 
Morales, únicamente respecto del recurso de revisión y no en relación con otros medios de 
defensa, votaron en contra. Mayoría de ocho votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. 
Silva Meza y Luis María Aguilar Morales, por lo que ve a que la vía postal y la electrónica 
no se excluyen entre sí, en tanto se cumplan los requisitos legales que rigen para cualquiera 



de ellas; votó en contra Alberto Pérez Dayán. Mayoría de cinco votos de los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González 
Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Luis María Aguilar Morales, por lo que ve a que lo 
previsto en el artículo 23 de la Ley de Amparo es aplicable únicamente cuando la parte 
respectiva reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo; los Ministros Margarita 
Beatriz Luna Ramos porque debe atenderse al lugar de residencia, Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, porque debe atenderse al lugar de residencia, Juan N. Silva Meza, porque debe 
atenderse al lugar de residencia y Alberto Pérez Dayán votaron en contra. Ausente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva. 
El Tribunal Pleno, el siete de mayo en curso, aprobó, con el número VII/2015 (10a.), la 
tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA EN LOS BUZONES JUDICIALES DE 
LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMÚN DE LOS JUZGADOS DE 
DISTRITO. PROCEDE SU DESECHAMIENTO DE PLANO SI CARECE DE 
FIRMA AUTÓGRAFA [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
32/2011 (10a.)]. 
En el caso específico del depósito de documentos en los Buzones Judiciales de la Oficina 
de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito, para la recepción de asuntos 
nuevos y promociones de término que no tengan el carácter de urgentes en horario 
nocturno, es inconcuso que, al operar fuera del horario de oficina, no obra intervención 
alguna por el personal adscrito para poder revisar y denegar las promociones que no 
cumplan con los requisitos de ley, o bien, para asentar esta circunstancia en el acuse o razón 
correspondiente, conforme al Manual General de Puestos del Consejo de la Judicatura 
Federal, publicado el 17 de mayo de 2011 en el Diario Oficial de la Federación. Por esta 
razón, la obligación de verificar que los asuntos y promociones depositados estén 
debidamente firmados, integrados y dirigidos a los Tribunales de Circuito o Juzgados de 
Distrito a los que presta servicio la Oficina de Correspondencia Común de que se trate, 
recae en los usuarios de dichos buzones. En consecuencia, si el Juez de Distrito que recibe 
la demanda de amparo presentada en los Buzones Judiciales advierte que carece de firma 
autógrafa, requisito sine qua non que manifiesta la voluntad de quien suscribe el documento 
y que no es susceptible de ser sobrentendida ni inferirse a través de la búsqueda o 
deducción de la presentación de la demanda, debe desecharla de plano, por existir una 



causa manifiesta e indudable de improcedencia, de conformidad con el artículo 113 de la 
Ley de Amparo. Por lo tanto, en esta hipótesis es inaplicable la jurisprudencia 2a./J. 
32/2011 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 4, 
enero de 2012, página 3632, de rubro: "PROMOCIONES DENTRO DEL JUICIO DE 
AMPARO. CUANDO EL OFICIAL DE PARTES DE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL 
NO ASIENTA QUE LAS RECIBIÓ SIN FIRMA AUTÓGRAFA EN LA RAZÓN O 
ACUSE CORRESPONDIENTE, SE GENERA LA PRESUNCIÓN DE QUE SE 
PRESENTARON EN ORIGINAL Y CON LA REFERIDA SIGNATURA." 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
Queja 311/2014. Impulsora Dega, S.A. de C.V. y otros. 29 de enero de 2015. Unanimidad 
de votos. Ponente: Rafael Maldonado Porras, secretario de tribunal autorizado por la 
Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretaria: María Elena López Morales.  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009169  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (IX Región)1o.6 K (10a.)  
VISTA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE AMPARO. SU DESAHOGO TIENE COMO PROPÓSITO OTORGAR AL 
QUEJOSO LA OPORTUNIDAD DE EXPRESAR ARGUMENTOS TENDENTES A 
FAVORECER SU SITUACIÓN JURÍDICA EN RELACIÓN CON LA POSIBLE 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA DETECTADA POR EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL, CON APOYO EN FACTORES DE HECHO Y DE DERECHO 
PARA CONTROVERTIRLA. 
De la interpretación del citado artículo que indica: "Cuando un órgano jurisdiccional de 
amparo advierta de oficio una causal de improcedencia no alegada por alguna de las partes 
ni analizada por un órgano jurisdiccional inferior, dará vista al quejoso para que en el plazo 
de tres días, manifieste lo que a su derecho convenga.", se concluye que el propósito del 
desahogo de dicha vista es otorgar al quejoso la oportunidad de expresar argumentos 
tendentes a favorecer su situación jurídica en relación con la posible causa de 
improcedencia detectada por el órgano jurisdiccional, con apoyo en factores de hecho y de 
derecho para controvertirla; esto es, por medio de lo alegado en el escrito correspondiente 
y, de ser el caso, apoyado en los medios de convicción ofertados como anexos, sin que 
pueda tener el alcance de instaurar algún incidente o un trámite respecto de la eficacia o no 
de un documento o actuación acaecida dentro de distinto juicio de amparo o del 
procedimiento del cual derivó el acto reclamado, en razón de que la vista está limitada a 
debatir aspectos atinentes a la procedencia o improcedencia del juicio en que se actúa y en 
el cual se detectó la causa que motiva el sobreseimiento en el juicio constitucional. 



PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
NOVENA REGIÓN. 
Amparo directo 878/2014 (cuaderno auxiliar 848/2014) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, con apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con 
residencia en Zacatecas, Zacatecas. Jesús Ávila Ayvar. 6 de febrero de 2015. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ángel Rodríguez Maldonado. Secretario: José Guerrero Durán. 
Amparo directo 780/2014 (cuaderno auxiliar 997/2014) del índice del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, con apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, con 
residencia en Zacatecas, Zacatecas. Édgar Hernández Martínez y otro. 12 de febrero de 
2015. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Mauricio Maycott Morales. Secretaria: María 
Catalina Blackaller Dávila. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009023  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 22/2015 (10a.)  
MULTA POR INFRACCIONES A DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS 
FEDERALES. EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA, INCLUSO SI SE CONTIENE EN ORDENAMIENTOS 
LABORALES Y LA IMPONE UNA AUTORIDAD LOCAL. 
De los artículos 123, apartado A, fracción XXXI y 116, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que la aplicación de normas laborales 
corresponde a las autoridades de las entidades federativas, así como que la competencia de 
los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo para dirimir controversias se acota a las 
suscitadas entre los gobernados y la administración pública estatal, con motivo de la 
aplicación de las leyes que rijan la actuación de sus dependencias; hipótesis que no se surte 
respecto de multas materialmente administrativas impuestas por autoridades locales con 
motivo de infracciones a normas federales, en tanto que, respecto de ellas, existe 
disposición expresa en los artículos 14, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y 58-2 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, que reservan a ese órgano la competencia para conocer de 
estos asuntos. De esta manera, si la multa no se origina con motivo de una controversia 
entre la administración pública local y el gobernado, sino por infracción a disposiciones 
administrativas federales, procede el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal 



Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando se contenga en ordenamientos 
laborales y la imponga una autoridad local. 
SEGUNDA SALA 
Contradicción de tesis 387/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 18 de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Martínez. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 1/2014, y el diverso sustentado por el 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 8/2014. 
Tesis de jurisprudencia 22/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del cuatro de marzo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 11 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009156  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: (V Región)2o.5 A (10a.)  
REVISIÓN FISCAL. ALCANCE DEL CONCEPTO "DECISIÓN DE FONDO" Y 
DE LA EXPRESIÓN "CONTENIDO MATERIAL DE LA PRETENSIÓN EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO", PREVISTOS EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
150/2010, PARA LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. 
En la jurisprudencia 2a./J. 150/2010, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo el criterio de que, conforme al artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, dado el carácter excepcional del recurso de 
revisión fiscal, en los casos en que las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa decreten la nulidad del acto administrativo recurrido sólo por falta de 
fundamentación y motivación, ese medio de impugnación resulta improcedente, por no 
colmarse presuntivamente los requisitos de importancia y trascendencia que deben 
caracterizar a ese tipo de resoluciones, pues la intención del legislador fue autorizar la 
apertura de una instancia adicional en aras de que el pronunciamiento que hiciera el revisor 
contuviera una "decisión de fondo", y es evidente que el examen de dichas causas de 
anulación no conduce a la declaración de un derecho, ni a la inexigibilidad de una 
obligación, ya que no resuelve respecto del "contenido material de la pretensión en el juicio 
contencioso", sino que sólo se limita al análisis de la posible carencia de determinadas 



formalidades elementales que debe revestir todo acto o pronunciamiento administrativo 
para ser legal, como son la fundamentación y motivación. Ahora bien, para precisar qué 
debe entenderse por "decisión de fondo" y fijar el alcance normativo de la expresión: 
"contenido material de la pretensión planteada en el juicio contencioso", para la 
procedencia del recurso indicado, debe destacarse que, desde la perspectiva doctrinal sobre 
la teoría de los elementos de la acción, la sentencia es de fondo, porque se ocupa de la 
materia contenida en la causa de pedir o fundamento de la acción o pretensión, lo que 
significa que, desde ese enfoque doctrinario, bien podría darse el supuesto fáctico de que la 
materia de la pretensión (como cuestión principal del asunto o hechos contrarios al derecho 
aducidos) se sustente en vicios formales y, a pesar de ello, la sentencia que resuelva el 
litigio sería de fondo; sin embargo, desde otra perspectiva, inferida de la interpretación 
jurisprudencial evolutiva de la Sala mencionada, a través de la cual estableció que no 
procede la revisión fiscal contra sentencias del órgano jurisdiccional administrativo citado 
cuando se sustenten en vicios formales, como por ejemplo, cuando se decrete la caducidad 
de la instancia o por existir alguna infracción al procedimiento en el que el acto 
administrativo se apoye, se advierte que el alcance interpretativo funcional para la 
aplicación del concepto aludido consiste en que la sentencia impugnada es de fondo cuando 
analice en forma definitiva (cosa juzgada) la relación jurídica sustancial o material del acto 
administrativo reclamado en el juicio de origen, que sea de aquella que el legislador 
consideró importante y trascendente y que se contenga en los distintos supuestos 
normativos contemplados en el artículo 63 referido. En consecuencia, la expresión del 
contenido material de la pretensión planteada en el juicio contencioso debe entenderse en el 
sentido de que la decisión es de fondo, porque se ocupa de la esencia sustancial del acto 
materia del litigio, que en algunas ocasiones podrá formar parte de la causa de pedir de la 
pretensión y en otras no, porque el fundamento sea una violación formal. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE 
LA QUINTA REGIÓN. 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
414/2014 (cuaderno auxiliar 923/2014) del índice del Décimo Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 
Titular de la Subdelegación 7 del Valle de la Delegación Sur del Distrito Federal del 
Instituto Mexicano del Seguro Social. 16 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jaime Uriel Torres Hernández. Secretario: Martín Tapia Gutiérrez. 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 150/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, 
página 694, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES PROCEDENTE CONTRA LAS 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN." 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009264  



Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de mayo de 2015 09:40 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XXX.1o.7 A (10a.)  
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SI EN LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA OMITE 
INDICAR LA VÍA EN QUE PROCEDE Y EL PLAZO PARA INTENTARLA, DEBE 
TENERSE COMO TAL EL DE CUARENTA Y CINCO DÍAS PREVISTO PARA LA 
VÍA ORDINARIA, AUNQUE EL TRÁMITE DEBA DESAHOGARSE POR LA 
SUMARIA. 
El artículo 3, fracción XV, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo prevé como 
requisito del acto administrativo, que mencione los recursos que procedan; ahora bien, 
dentro de la expresión "recursos", entendida bajo el principio pro persona y a la luz del 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece el 
derecho a los recursos sencillos, rápidos y efectivos, queda comprendido el juicio 
contencioso administrativo federal, pues constituye el medio idóneo para controvertir las 
resoluciones de las autoridades que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una 
instancia o resuelvan un expediente, en términos del ordenamiento inicialmente referido. 
De ahí que la autoridad administrativa, a fin de cumplir con el numeral 3, fracción XV, 
citado, debe indicar en la resolución impugnada tanto la vía en que procede el aludido 
juicio, como el plazo para su interposición y, ante su omisión, debe optarse por una 
interpretación que ofrezca a la persona un acceso a la justicia y elegir aquella que garantice 
un mayor plazo para acudir oportunamente a presentar la demanda de nulidad, esto es, el de 
cuarenta y cinco días previsto para la promoción del juicio ordinario, independientemente 
de que el procedimiento deba desahogarse por la vía sumaria. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
Amparo directo 1328/2014. Recrefam, S.A. de C.V. 19 de marzo de 2015. Unanimidad de 
votos. Ponente: Silverio Rodríguez Carrillo. Secretaria: Lisbet Catalina Soto Martínez. 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 09:40 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 

PROCESAL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2009054  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.10o.C.2 K (10a.)  
HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS RESOLUCIONES DE LOS 
ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE SE 



REGISTRAN EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE 
EXPEDIENTES (SISE). 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 74/2006, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, junio de 2006, página 963, de rubro: "HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS 
GENERAL Y JURÍDICO.", sostuvo que conforme al artículo 88 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, un hecho notorio en su aspecto jurídico, se conceptúa como 
cualquier acontecimiento de dominio público que es conocido por todos o por casi todos las 
miembros de un círculo social en el momento en que se pronuncie la decisión judicial, el 
cual no genera duda ni discusión y, por tanto, la ley exime de su prueba. Por otra parte, con 
la finalidad de estar a la vanguardia en el crecimiento tecnológico, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y el Consejo de Judicatura Federal, emitieron el Acuerdo General 
Conjunto 1/2014, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta de septiembre 
de dos mil catorce, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, página 2769, por el que se regula la integración de 
los expedientes impreso y electrónico, y el acceso a éste, así como las notificaciones por vía 
electrónica, mediante el uso de la firel, a través del sistema electrónico del Poder Judicial 
de la Federación, con el objeto de generar una infraestructura suficiente para salvaguardar 
el derecho fundamental de una administración de justicia pronta, expedita, completa e 
imparcial, por lo que se implementaron las bases para el uso eficiente de las tecnologías de 
la información disponibles, con miras a generar en los juicios de amparo certeza a las partes 
de los mecanismos, mediante los cuales se integra y accede a un expediente electrónico; lo 
anterior, en congruencia con el contenido de los diversos Acuerdos Generales 29/2007 y 
28/2001, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, publicados en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXVI, septiembre de 2007, 
página 2831 y XIII, mayo de 2001, página 1303, respectivamente, que determinan el uso 
obligatorio del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE). En ese sentido, se 
concluye que las resoluciones de los órganos del Consejo de la Judicatura Federal que se 
registran en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en términos del 
precepto legal en cita, constituyen un hecho notorio para resolver los juicios de amparo, en 
tanto genera un conocimiento completo y veraz de la emisión y sentido en que se dictó un 
auto o una sentencia que, además, son susceptibles de invocarse para decidir en otro asunto 
lo que en derecho corresponda. 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 152/2014. José María Abascal Zamora. 11 de diciembre de 2014. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Salazar Zavaleta, secretario de tribunal autorizado 
por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de 
Magistrado, en términos del artículo 26, párrafo segundo, en relación con el diverso 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretaria: Reyna 
María Trejo Téllez. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 

OTROS TEMAS DE INTERES 
 
Época: Décima Época  
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Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de mayo de 2015 09:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 33/2015 (10a.)  
ARRAIGO. LA ORDEN RELATIVA NO ACTUALIZA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS (ABANDONO DE LA TESIS 
AISLADA 1a. LXXXIII/2001). 
La causa de improcedencia del juicio de amparo prevista tanto en la Ley de Amparo 
abrogada como en la vigente, consistente en "Cuando hayan cesado los efectos del acto 
reclamado", ha sido interpretada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el 
sentido de que, para que se actualice, se requiere de lo siguiente: a) desde luego, de un acto 
de autoridad que se estime lesivo de derechos fundamentales y que motive la promoción de 
la demanda de amparo en su contra; b) de un acto de autoridad que sobrevenga, dentro del 
procedimiento constitucional, dejando insubsistente, en forma permanente, el que es 
materia del juicio de amparo; c) de una situación de hecho o de derecho que destruya, en 
forma definitiva, el acto que se reclama, volviendo las cosas al estado que tenían antes de la 
promoción de la demanda de garantías; d) de una situación de hecho que sobrevenga 
durante la tramitación del juicio y haga imposible el cumplimiento de la sentencia 
protectora que, en su caso, llegare a pronunciarse. Asimismo, ha sustentado que para su 
configuración, no es suficiente que la autoridad responsable derogue o revoque el acto 
reclamado, sino que es necesario, además, que sus efectos queden destruidos de manera 
absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el amparo, es decir, como 
si se hubiese restituido al quejoso en el pleno goce del derecho violado, de tal manera que 
las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional. Ahora bien, la 
orden de arraigo tiene dos momentos: la restricción de la libertad deambulatoria del 
indiciado, por un término no mayor a cuarenta días; y que, en ese plazo, se recaben 
elementos probatorios por el Ministerio Público para lograr el éxito de la investigación. Es 
claro que el primer momento inicia y fenece el día y hora que indica la autoridad judicial al 
momento de emitir dicho acto; el segundo momento, al estar sujeto a un plazo tiene 
principio y fin; sin embargo, las pruebas que se recaben en dicho plazo, que tienen el 
objetivo de lograr el éxito de la averiguación, lógico es, no fenecen con este último, pues lo 
obtenido tendrá efectos en actos judiciales posteriores. En esta tesitura, si para considerar 
actualizada la causa de improcedencia por cesación de efectos no es suficiente que la 
autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, sino que es necesario que sus 
consecuencias queden destruidas de manera absoluta, completa e incondicional, como si se 
hubiese otorgado el amparo y restituido al quejoso en el pleno goce del derecho 
transgredido de tal manera que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación 
constitucional, ello permite concluir que contra el acto consistente en la orden de arraigo no 
puede sobrevenir dicho supuesto de improcedencia pues las pruebas recabadas en su 
duración subsistirán y tendrán efectos en actos de autoridad concretos posteriores, por lo 
que no puede actualizarse la causa de improcedencia del juicio de amparo por cesación de 
efectos. Por lo anterior, se abandona el criterio sustentado en la tesis aislada 1a. 
LXXXIII/2001, emitida por la Primera Sala, de rubro: "ARRAIGO. CESAN SUS 
EFECTOS CUANDO CON MOTIVO DE LA EMISIÓN DE LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN SE HAYA LEVANTADO DICHA MEDIDA PRECAUTORIA.", 



publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XIV, agosto de 2001, página 168. 
PRIMERA SALA 
Amparo en revisión 164/2013. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y 
Raúl M. Mejía Garza. 
Amparo en revisión 38/2014. 30 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
aclaratorio. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y 
Raúl M. Mejía Garza. 
Amparo en revisión 69/2014. 14 de mayo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
Amparo directo en revisión 550/2013. 14 de mayo de 2014. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
Amparo directo en revisión 2063/2013. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto aclaratorio. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
Tesis de jurisprudencia 33/2015 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión de fecha veintidós de abril de dos mil quince.  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 11 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA LAS DETERMINACIONES DE UN 
JUEZ DE DISTRITO QUE NIEGUEN A LAS PARTES EL ACCESO A 
INFORMACIÓN CLASIFICADA COMO RESERVADA POR LA AUTORIDAD, O 
BIEN, QUE REQUIERAN A ÉSTA SU EXHIBICIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO 



[ARTÍCULOS 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE LA MATERIA 
VIGENTE Y 95, FRACCIÓN VI, DE LA ABROGADA]. 
Las determinaciones en las que un Juez de Distrito niega a las partes el acceso a 
información clasificada como reservada por la autoridad, o bien, en las que se requiere a 
ésta que la exhiba en el juicio de amparo, constituyen resoluciones no reparables en 
sentencia definitiva, pues la naturaleza propia de la información justifica que, de inmediato, 
a través del recurso de queja, se analice la pertinencia de su conocimiento, pues de lo 
contrario se generaría un daño grave e imposible de reparar en la sentencia definitiva en 
tanto que tales elementos probatorios podrían incidir en el sentido de la sentencia definitiva 
que se dicte en el juicio de amparo indirecto, sin que el quejoso hubiera tenido oportunidad 
de ampliar su demanda, o bien cualquiera de las partes de rebatir lo asentado en dichos 
documentos; asimismo, el acceso a la información, por obrar en autos, pudiera violentar los 
principios contenidos en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, conforme al cual, si bien se reconoce el derecho humano a la información 
pública, como todo derecho, admite restricciones, en aras de salvaguardar otros bienes o 
principios constitucionales. De esta manera, el propio precepto constitucional dispone que 
la información es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. Por tanto, contra las 
citadas determinaciones judiciales procede el recurso de queja previsto en el artículo 97, 
fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo vigente -95, fracción VI, de la abrogada-, a fin de 
que el Tribunal Colegiado de Circuito analice si se actualiza tal afectación máxime que, 
además, se trata de resoluciones que no admiten recurso de revisión, por lo que se 
satisfacen los requisitos que señalan los preceptos legales indicados para la procedencia del 
recurso de queja. 
PLENO 
Contradicción de tesis 157/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Sexto Circuito, Séptimo del Primer Circuito, Segundo del Tercer Circuito y 
Décimo Séptimo del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 20 de enero de 
2015. Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Laura García Velasco. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver la queja 60/2011, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 94/2012, el sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
la queja 18/2012, y el diverso sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 112/2013. 
Nota: De las sentencias que recayeron a la queja 60/2011, resuelta por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, a la queja 94/2012, resuelta por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, y a la queja 
18/2012, resuelta por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, derivaron las tesis aisladas VI.3o.A.355 A (9a.), VI.3o.A.356 A (9a.), I.7o.A.69 A 
(10a.) y III.2o.A.17 A (10a.), de rubros: "TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE PUEBLA. CUANDO LAS 



AUTORIDADES OBLIGADAS A PROPORCIONAR INFORMACIÓN QUE ESTIMEN 
RESERVADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY RELATIVA 
MANIFIESTEN AL JUEZ DE AMPARO SU OPOSICIÓN A QUE SE DIVULGUE, 
UNA VEZ QUE ÉSTE LA TENGA EN SU PODER DEBERÁ PRONUNCIARSE 
FUNDADA Y MOTIVADAMENTE ACERCA DE LO CORRECTO DE DICHA 
CLASIFICACIÓN Y, EN SU CASO, DEL ACCESO A AQUÉLLA POR EL QUEJOSO, 
O BIEN, DICTAR LAS MEDIDAS PARA LA CONSERVACIÓN DE TAL RESERVA.", 
"TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE 
PUEBLA. LA LIMITANTE PARA ACCEDER A LA INFORMACIÓN CLASIFICADA 
COMO RESERVADA EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA ES INAPLICABLE 
RESPECTO DE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
CONOCEN DEL JUICIO DE AMPARO.", "EVALUACIÓN DE PERMANENCIA DE 
LOS ELEMENTOS POLICIACOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. EL EXPEDIENTE QUE CONTIENE LOS RESULTADOS DEL 
PROCESO RELATIVO NO PUEDE CONSIDERARSE COMO INFORMACIÓN 
RESERVADA, POR LO QUE DEBE PERMITIRSE A SU TITULAR CONSULTARLO 
DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES EN QUE HAYA SIDO PRESENTADO." y 
"PROCEDIMIENTO DE ADJUDICACIÓN DEL SISTEMA Y CENTRO DE CONTROL 
DE VIDEO VIGILANCIA PARA LA ZONA METROPOLITANA DE GUADALAJARA, 
JALISCO. SI LA DOCUMENTACIÓN QUE LO INTEGRA SE CLASIFICÓ COMO 
RESERVADA NO PUEDE LEGALMENTE SER REQUERIDA POR UN JUEZ 
FEDERAL EN EL JUICIO DE AMPARO, POR TRATARSE DE CUESTIONES 
ATINENTES A LA SEGURIDAD PÚBLICA.", publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 5, diciembre de 2011, páginas 
3888 y 3889, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, página 1328 y Libro X, Tomo 3, julio 
de 2012, página 2036, respectivamente. 
El Tribunal Pleno, el siete de mayo en curso, aprobó, con el número 15/2015 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de mayo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. DOCUMENTOS PARA ACREDITARLO 
CUANDO SE RECLAMA EL PROGRAMA DE VERIFICACIÓN VEHICULAR 
OBLIGATORIA PARA EL SEGUNDO SEMESTRE DEL AÑO 2014, PUBLICADO 



EN LA GACETA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO, EL 30 DE JUNIO 
DE 2014. 
El programa mencionado, en el capítulo de definiciones establece que se entenderá como 
usuario al propietario o poseedor del vehículo; calidades que deben ser entendidas desde el 
punto de vista jurídico. Por tanto, para acreditar el interés jurídico en el juicio de amparo en 
el que se reclame dicho programa, bastará la presentación en original o copia certificada de 
la factura o contrato traslativo de dominio a nombre del quejoso o, en su caso, de la tarjeta 
de circulación expedida por la autoridad administrativa, al ser documentos suficientes para 
demostrar el carácter de usuario referido. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA 
EN CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 
Amparo en revisión 340/2014. Secretaría del Medio Ambiente del Gobierno del Estado de 
México. 19 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Enrique Sánchez 
Frías. Secretaria: Claudia Corrales Andrade. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 


